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Medellín, Febrero 7  de 2022

Doctor
GONZALO ZAMBRANO VELANDIA 
Magistrado Ponente
Sala Cuarta de Oralidad 
Tribunal Administrativo de Antioquia
Ciudad

Medio de Control: 		Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Demandante: 		Doris de Fátima Echeverry Zuluaga 
Demandado: 		Municipio de Medellín 
Radicado: 			05001-23-33-000-2019-03051-00
Asunto: 			Alegato de Conclusión 

Dentro del término oportuno presento mi alegato de conclusión, basado en los siguientes argumentos.

No logro demostrar la  demandante  su relación laboral con el Municipio de Medellín, dado que para que ello ocurra es necesario que se  hubiese acreditado tres elementos indispensables  a saber:  i) que su actividad en la entidad haya sido personal, ii) que  por dicha labor haya recibido una remuneración o pago y iii) que en la relación con el Municipio de Medellín hubiese existido subordinación o dependencia, pues de los testimonios rendidos el pasado 3 de febrero de 2022 por la señora Alexandra María  Carmona y el interrogatorio de parte absuelto por la demandante,  no se avizora tal relación , pues se afirma que no existió ningún tipo de vínculo laboral con el ente territorial y dicho sea de paso  se insiste ante la H Magistratura sobre la tacha de los testimonios rendidos por las ya citada señora, puesto que tienen un interés marcado en las resultas del proceso, por tener demandado al Municipio de Medellín por los mismos  hechos y pretensiones  a los aquí planteados. 

[bookmark: _GoBack]En resumen, la demandante no cumplió con funciones  inherentes a un cargo de los de la planta del ente territorial demandado y tampoco existió una presunta relación laboral con el ente demandado,  dado que como se dejará anotado al contestar la demanda ,  no se dieron los elementos constitutivos de una relación laboral, toda vez que como contratista independiente no cumplía horario, no recibía órdenes o estaba subordinado frente a ningún funcionario o empleado del municipio de Medellín y su remuneración fue constitutiva de honorarios, lo que permite concluir que las pretensiones orientadas a obtener la satisfacción de las pretensiones económicas  que enlista en el acápite respectivo la demandante, deben ser desestimadas,  frente al Municipio de Medellín, más no frente a la llamada en garantía METRSALUD, y  la ESE HOMO pues  la demandante  tuvo un vínculo legal  contractual, como se prueba con los documentos anexadas al expediente contratos de Prestación de Servicios suscritos entre la demandante y la ya citada  METROSALUD y ESE HOMO 

Por otro lado y respecto a la declaratoria  de nulidad del acto administrativo demandado contenido en el Oficio No. 201930172796 del 30  de mayo de 2019 que negó la  existencia de una relación laboral entre los días 15 de noviembre de 2012 y el 19 de julio de 2.016  y demás pretensiones, que me opongo a que se declara que entre la demandante y el ente territorial existió vínculo legal reglamentario dentro de los períodos indicados, toda vez que no existió relación contractual o laboral alguna entre el Municipio de Medellín y la parte actora y por esto, no es posible acceder a la satisfacción de ninguna de las pretensiones enlistadas en el acápite respectivo del libelo del medio de control incoado. 

Así mismo, debe mantenerse y declararse la legalidad del acto administrativos cuya nulidad se pretende por la parte demandante y expedidos por el Municipio de Medellín, que negaron las peticiones elevadas por la demandante tendientes al reconocimiento y pago de prestaciones sociales - derechos laborales, puesto que  la demandante no ostentó la calidad de servidora pública del Municipio de Medellín y menos, está probado que el municipio haya suscrito con la señora Doris de Fátima Echeverry Zuluaga , contrato de prestación de servicios que haya derivado una relación legal contractual.

También,  debe tenerse en cuenta que los contratos de prestación de servicios no generan no dan lugar al reconocimiento y pago de prestaciones sociales en los términos del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y demás normas concordantes vigentes. 

Lo anterior se corrobora con la ausencia de prueba documental que se haya anexada con el libelo de la demanda y menos, se puede derivar vinculo legal contractual o legal reglamentario de la parte demandante, con el Municipio de Medellín. 

Por el contrario, el cúmulo de medios de prueba que se arrimaron con la demanda como anexos y los documentos que adjunte a la respuesta de la demanda , permiten concluir sin equívoco que el acto demandado no está viciado de nulidad, toda vez que la parte demandante ostentó frente a METROSALUD y el HOSPITAL MENTAL   la condición de contratista, entidad diferentes al ente territorial, vínculo legal contractual que no   genera vínculo laboral ni el reconocimiento de prestaciones sociales de conformidad con lo establecido en el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, no obstante las prestaciones sociales le debieron ser reconocidas 

Téngase en cuenta que estando regida la función pública por el principio de la administración reglada (artículos 121 y 122 de la Constitución Política), los empleados públicos solo puede hacer lo que les permite la Constitución y la ley,  responden por extralimitación u omisión en el ejercicio de las funciones inherentes a los cargos que desempeñan y su actuación contraria a derecho puede conllevar a imposición de sanciones administrativas (disciplinarias y Fiscales), aún  penales, por violación de la Constitución y la Ley. 

Me opongo a las pretensiones de reconocimiento y pago de los conceptos salariales y prestacionales legales y extralegales señalados, al pago de aportes por concepto de seguridad social o su reembolso, y al pago de la indemnización moratoria y demás de que trata las pretensiones de la demanda, en el entendido que resultaba contrario a la Constitución y la Ley el reconocimiento de las prestaciones económicas solicitados por la parte demandante y por esto, solicito desatender y negar las pretensiones de la demanda, en el entendido que para ser destinatario las prestaciones sociales enlistadas, a que hubiere lugar, indiscutiblemente se debe ostentar o haber ostentado la calidad de empleado,  la cual se obtiene cuando media el nombramiento y posesión para ejercer las funciones inherentes a un cargo público, el mismo que no ostentó la demandante frente al Municipio de Medellín, ni tampoco ostentó la calidad de empleado pública frente a Metrosalud  (al menos no está probado), con quienes el ente territorial suscribió contratos interadministrativos. Amén de lo anterior al absolver el interrogatorio de parte y frente a la pregunta si fue nombrada y posesionada como empleada pública en el Municipio de Medellín, en Metrsalud e inclusión social, respondió tajantemente que NO 

También solicito frente a la entidad municipal que represento,  desatender las suplicas, toda vez que la municipalidad no actuó en calidad de contratante de la demandante y no existiendo vínculo laboral ni contractual alguno entre ésta y el Municipio de Medellín, ni habiendo dado lugar a la supuesta desfiguración del contrato de prestación de servicios, el ente territorial, no está obligado al reconocimiento de ninguna de las prestaciones sociales, pago de la seguridad social o el reembolso de los dineros a título de aportes a la misma,  ni a las indemnizaciones moratorias, ni a la indexación de que tratan los literales de las pretensiones. 

La persona jurídica, METROSALUD, se encuentra legitimada por pasiva en su calidad de contratista independiente del Municipio de Medellín, para oponerse a lo pretendido por la parte actora igualmente, como entidad que fue llamada en garantía en este proceso.

Igualmente nos oponemos en lo referido a la pretensión de pago de la sanción moratoria, puesto que la misma es claramente improcedente no solo porque tanto el Municipio de Medellín como la persona jurídica METROSALUD y el HOSPITA MENTAL, actuaron de buena fe, sino también en consonancia con la posición jurisprudencial sostenida por el Consejo de Estado al respecto y la de la H. Corte Constitucional, y las cuales más adelante se mencionará. 

Adicionalmente, con relación a la supuesta relación laboral entre la señora Echeverry Zuluaga   y el MUNICIPIO DE MEDELLÍN desde noviembre 15 de 2012 hasta el 19 de julio  de 2016, es necesario hacer la precisión que “nunca la parte demandante laboro directamente para el Municipio de Medellín”. Tal y como está probado con los documentos que se anexaron con la presentación de la demanda por la demandante, por los testimonios rendidos   y por las respuestas que dio la actora al absolver el interrogatorio de parte  pues se incurrió en  un  gran número de incongruencias, sobre el termino de duración  de  los contratos  

El Municipio de Medellín ha venido suscribiendo contrato interadministrativos con METROSALUD y el HOSPITAM MENTAL , cuyo objeto es el apoyo a la gestión de la Secretaría de Inclusión Social y Familia, este tipo de contratos, los interadministrativos, están permitidos por la ley tal y como lo establece  la Ley 1150 de 2007,  en su artículo 2, numeral 4, literal C, modificado por la Ley 1474 de 2011, Articulo 92, como modalidad de selección de contratista, la contratación directa, encontrando dentro de ésta los contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos.

La demandante no puede pretender sea declarada una relación laboral entre el demandado Municipio de Medellín, dado que para que ello ocurra, es necesario acreditar como se dijera anteriormente  tres elementos indispensables I) Que su actividad en la entidad haya sido personal. II) Que por dicha laboral haya recibido una remuneración o pago y, III) Que en la relación con el empleador exista subordinación o dependencia, de lo cual existe ausencia total en el expediente. 

Para diferenciar la subordinación de la coordinación es necesario traer a colación lo siguiente:

…COORDINACIÓN NO ES LO MISMO QUE SUBORDINACIÓN: “Elementos del contrato de Trabajo. Es necesario aclarar que la relación de coordinación de actividades entre contratante y contratista que implica que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus superiores, o tener que reportar informes sobre sus resultados, no significa necesariamente la configuración de un elemento de subordinación. Entonces, para acreditar la existencia de la relación laboral, es necesario probar que el supuesto contratista se desempeñó en las mismas condiciones que cualquier otro servidor público y que las actividades realizadas no eran indispensables en virtud de la necesaria relación de coordinación entre las partes contractuales. Revoca. M. P. Alberto Arango Mantilla”.

"La coordinación entre varias personas que en virtud de un contrato interadministrativo de Prestación de Servicios deben cumplir similares obligaciones en un mismo sitio de trabajo, no necesariamente implica que haya subordinación o dependencia, sino una necesaria distribución de áreas para que el encargado de supervisar el cumplimiento de las obligaciones contraídas en el acuerdo de voluntades, pueda establecer cuál o cuáles contratistas lo están”

Entre otras citas jurisprudenciales,  la jurisprudencia del Consejo de Estado en sentencia del 17 de octubre del 2017, con ponencia de la Magistrada Sandra Lisset Ibarra Vélez, de Radicado 52001-23-33-000-2014-00062-01 (4095- 15), concluye  que la relación de coordinación de actividades entre contratante y contratista, que implica que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, la cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir recomendaciones o sugerencias o tener que reportar informes sobre los resultados, no necesariamente configura un elemento de subordinación.

Es necesario advertir que en el desarrollo de los diferentes convenios interadministrativos en los cuales participo la demandante, siempre existió  un coordinador, el cual era asignado por la persona jurídica METROSALUD, quien se encargaba de velar por el cumplimiento de las actividades para la cual fue contratada por la Secretaría de Inclusión Social y Familia , a él se le debe rendir los informes y actividades respectivas por los terceros contratistas, en ningún caso se le reportaban al Municipio de Medellín o al Secretario del respectivo Despacho informes por la contratista.

Se hace necesario destacar que la señora demandante, aceptó de manera libre y voluntaria las cláusulas establecidas en los diferentes contratos de prestación de servicios suscritos con la persona jurídica METROSALUD, y que, durante estos, no se presentó un vicio al consentimiento. 
.
En lo que respecta a la seguridad social, la contratista de prestación de servicios tenía la obligación legal de afiliarse al Sistema General de Seguridad Social. El artículo 3° de la Ley 797 de 2003 modificatorio del artículo 15 de la Ley 100 de 1993 establece que serán afiliados al Sistema General de Pensiones:

“1. En Forma obligatoria Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores públicos Así mismo, las personas naturales que presten directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten los trabajadores independientes y los grupos de población que por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos paro ser beneficiarios de subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con las disponibilidades presupuéstales.”.

Respecto a la obligación de cotizar el Sistema general de seguridad social en salud de los contratistas personas naturales, el inciso 1° del artículo 23 del Decreto 1703 de 2002, señala que en los contratos en donde esté involucrada la ejecución de un servicio por una Persona natural en favor de una persona natural o jurídica de derecho público o privado, tales como contratos de obra, de arrendamiento de servicios, de prestación de servicios, consultoría, asesoría, la parte contratante deberá verificar la afiliación y pago de aportes al Sistema General de Seguridad Social en Salud.

De esta manera, es claro que en los contratos (sin importar su duración) en donde esté involucrada la ejecución de un servicio por una persona natural en favor de una persona natural o Jurídica de derecho público o privado, tales como contratos de obra, de arrendamiento de servicios, de prestación de servicios, consultaría, asesoría, es decir, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, el contratista deberá estar afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y la parte contratante deberá verificar a afiliación y pago de aportes, sea cual fuere la duración o modalidad de contrato que se adopte.

En lo relacionado con la base y porcentaje de cotización que un contratista debe efectuar a los sistemas de salud y pensiones, debe indicarse que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de a Protección Social, mediante Circular 000001 del 6 de diciembre de 2004 en ejercicio de las facultades establecidas en los Decretos 246 de 2004 y 205 de 2003 imparten instrucciones con relación al ingreso base de cotización de los contratistas afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud y señalan que la base de cotización para los sistemas de salud y pensiones corresponderá al 40% del valor bruto del contrato facturado en forma mensual, porcentaje sobre el cual se calculara el monto del aporte que en salud y pensiones debe efectuarse, el cual corresponde al 12% (Hoy 12.5%) y 15% (Hoy 16%) del ingreso base, respectivamente.

La Ley 80 de 1993 en su artículo 32° manifiesta “Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.”

Leída la anterior norma en consonancia con todo el texto de la Ley de contratación estatal, puede inferirse que uno de los objetivos del legislador fue involucrar a los particulares en el cumplimiento de los cometidos estatales por medio de la celebración de estos contratos, en los que se materializa de forma excepcional la realización de la función pública por parte de particulares.

Ahora bien, el objeto de estos contratos debe versar en torno al desarrollo de actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad, lo que implica que no sólo pueden contratarse bajo esta modalidad aquellas funciones excepcionales de la entidad, sino también aquellas propias del propósito mismo del ente público. Este aspecto de vital importancia, parece ser obviado por el apoderado de la parte demandante al pretender derivar una relación laboral del hecho de que las actividades que ejecutó el demandante en actividades de apoyo a la gestión, dado que  con el personal de la planta de cargos, no se alcanzaba a evacuar de manera eficaz y eficientemente las labores propias de la Secretaría de Inclusión Social.

Es claro que son dos los eventos que autorizan la celebración de contratos de prestación de servicios; el primero que toca con los casos de insuficiencia de personal y el segundo que implica que para la ejecución de la labor se requiera de conocimientos especializados con los que no cuente el personal de planta.

Por lo expuesto solicito a la H Magistratura denegar en todas sus partes las pretensiones de la demanda y se absuelva al Municipio de Medellín de todas y cada una de ellas y se mantenga incólume el acto administrativo contenido en el oficio No 201930172796 de fecha 30 de mayo de 2019.




Del señor Magistrado,
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JAIRO ORLANDO VASCO RÍOS
T.P 53.093 del C.S de la Judicatura 
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